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ACTA SESIÓN Nº 4/19
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(30 de abril de 2019)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día treinta de abril de dos mil diecinueve, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, por suplencia, D. Luis Ángel González Agüero, con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Vicepresidente:

· D. Luis Ángel González Agüero - Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid

Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento

· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura y Turismo.

· Dª. Isabel del Blanco Alvarez - Servicio Territorial de Economía.
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería
Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Mercedes Casanova Roque

Representante de la Diputación Provincial:
· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de sindicatos:
· D. Constantino Mostaza Saavedra. 
· Dª Cristina de la Torre Sanz. 
Representante de asociaciones empresariales:

· D. Benjamín Hernantes del Val. 
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Isaac de la Iglesia Alonso
Representante de ONGS:
· D. Jesús Ulloa Barrocal
Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:

· D. Gregorio Vázquez Justel. 
· D. Miguel Ángel Medina Cebrián. 

Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· D. Jorge Alberto Bustos Estébanez. 
Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, Dª Ana Escobar González, D. Francisco Javier Caballero Villa, D. José María Feliz de Vargas Pereda, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 27 de marzo dos mil diecinueve, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.-  Autorizaciones de uso excepcional 

A.1.1.- AMPLIACION ALMACEN EN BODEGA.- PEDROSA DEL REY.- (EXPTE. CTU 93/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 21 de noviembre de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 9 de abril de 2019 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de los anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 27 de septiembre de 2018 y en el diario “El Día de Valladolid” del fin de semana de 22 y 23 de septiembre de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 14 de noviembre de      2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es SAN ROMAN BODEGAS Y VIÑEDOS S.A..


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para AMPLIACIÓN DE ALMACÉN EN BODEGA, que se ubicará en la parcela 5047 del polígono 11, que tiene una superficie catastral de 16.572 m2.



Las instalaciones actuales de la Bodega, están formadas por cuatro naves adosadas entre sí, destinadas al proceso completo con una nave para la fermentación, dos naves de almacenamiento y una de oficinas. Instalaciones autorizadas por la Comisión Territorial de Urbanismo en fechas: 4 de febrero 2000 y 20 de diciembre 2013.


La actuación proyectada consiste en la ampliación de la actual nave de almacenamiento, adosando por su fachada sureste, una nueva edificación de 5,00 metros de longitud, manteniendo la anchura actual de la nave de 20,40 m, con objeto de redistribuir la ubicación de los depósitos de almacenamiento de vino. La altura y acabados de la ampliación son idénticos a los de la nave existente, de manera que se consigue una total integración de la actuación en el conjunto de la bodega. 


La superficie construida de la bodega autorizada en la sesión de la CTU de 20 de diciembre de 2013 era de 2.849,50 m2. La nueva construcción propuesta tiene una superficie construida de 99.96 m2, por lo que la superficie construida total será de 2.949,46m2. 


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada por las Normas Urbanísticas Municipales, como SUELO RÚSTICO COMÚN, en su mayor parte con una franja clasificada como SUELO RÚSTICO DE PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS, junto a la carretera N-122,  aunque la instalación se ubica en su totalidad en SUELO RÚSTICO COMÚN. 


Según se establece en el artículo 96 de las NUM, el uso en Suelo Rústico Común es autorizable, como: “Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación”


La parcela tiene colindancia y acceso por la carretera N-122, coincidente con la vía pecuaria ”cordel de la Cañada de Torrecilla”.


CUARTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b. del RUCyL, por encontrarse en los supuestos recogidos en el artículo 57.f. de la misma norma:

f) Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.


QUINTO.- Se regulan en el artículo 96 de las NUM, las siguientes condiciones específicas de edificación en Suelo Rústico Común.

· Parcela mínima: 2.500 o la catastral.

· Edificabilidad: 0,80 m2/m2 los primeros 1.000 m2; 0,50 m2/m2 los siguientes 4.000 m2, y 0,10 m2/m2 a partir de 5.000 m2.

· Retranqueo mínimo a linderos: 10 metros

· Altura máxima de la edificación: 2 plantas. 9 metros a cornisa.


La instalación proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos.


SEXTO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 19 de marzo de 2019, el cual concluye: que la ampliación no presenta coincidencia geográfica y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas ya sea individualmente o en combinación con otras, que pudiera causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Demarcación de Carreteras del Estado en Castilla y León, de fecha 7 de marzo 2019, en el que expone: “Si bien, las obras requeridas, no se encuentran en la zona de afección de la misma,…” y  “el acceso de la parcela donde se llevará a cabo la ampliación de la bodega, se encuentra regulado mediante cuñas de cambio de velocidad de entrada y salida a la propiedad en el sentido de la marcha.”   Concluyendo: “Este Servicio de Conservación y Explotación no estima pertinente la emisión de informes o documentos de tipo alguno a la tramitación de Licencia de Obra y Autorización de Uso Excepcional en Suelo Rústico”

OCTAVO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, asumiendo la justificación recogida en el informe municipal aportado, que viene determinada en base a: “La existencia de construcciones anteriores en la misma ubicación cuyo desarrollo económico y buen funcionamiento redundan en la prosperidad del municipio”

NOVENO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: El existente por la carretera N-122.

· Abastecimiento de agua: Existente.

· Saneamiento: Conexión al colector existente.

· Suministro de energía eléctrica: Conexión a la existente.


DÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


UNDÉCIMO.- De conformidad con lo previsto en el artículo 307.5 a) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, consta en el expediente resolución de alcaldía de 15 de noviembre de 2018, mediante el que propone la autorización del expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico, que nos ocupa.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para la ampliación de almacén en Bodega en la parcela 5047 del polígono 11, en el término municipal de Pedrosa del Rey, promovida por SAN ROMAN BODEGAS Y VIÑEDOS S.A..


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

A.1.2.- INSTALACION FOTOVOLTAICA.- LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 20/19).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 21 de febrero de 2019, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 11 de abril de 2019, tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de los anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 7 de febrero de 2019, en el diario El Norte de Castilla de 7 de febrero de 2019 y en la web municipal del Ayuntamiento de La Pedraja de Portillo, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 10 de abril de 2019.


TERCERO.- El promotor del expediente es EXIOM PLANTA IV S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para instalación solar fotovoltaica, que se ubicará en la parcela 8 del polígono 11 de La Pedraja de Portillo, con una superficie catastral de 107.703 m².


Se proyecta una instalación solar fotovoltaica de 3.200 kW para la generación de energía eléctrica de origen renovable y su incorporación a la red de distribución eléctrica. La instalación ocupará una superficie de 69.595 m² y estará compuesta por:

· 12.330 placas solares localizadas sobre estructura fija, con una inclinación de 30º, repartidas en 695 grupos de 18 módulos policristalinos en serie y distrihuidos entre 34 cuadros de corriente contínua.

· Cableados en canalizaciones enterradas, que conectarán los cuadros de corriente continua con los inversores.

· Inversor-Transformador compacto, con inversor de 3200 kW, que tranforman la corriente continua en corriente alterna y centro de transformación de 3500 kVA, que elevan la tensión a 15 kV. Ocupa una superficie de 36 m² construidos.

· Línea subterránea de alta tensión a 15 kV, con una longitud aproximada de 115 m., que lleva la energía producida desde el centro de transformación hasta el punto de entronque en el centro de transformación de la compañía, situado al norte de la parcela objeto del proyecto.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la planta solar se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN y SUELO URBANIZABLE-Sector 01 por las Normas Urbanísticas Municipales de La Pedraja de Portillo, aunque la instalación se ubica únicamente sobre SUELO RÚSTICO COMÚN.

La instalación no se encuentra afectada por ningún elemento que implique la necesidad de protección sectorial, salvo por una línea eléctrica de media tensión.


CUARTO.- También son de aplicación las DOTVAENT Directrices de Ordenación del Territorio de Valladolid y Entorno, las cuales definen la parcela dentro del área “D.Espacios con otros usos: cultivos en secano”. Al no estar afectada por espacios protegidos ni elementos estructurantes, se equipara al SUELO RÚSTICO COMÚN.


QUINTO.- De conformidad con el apartado 5.2.18 de las NUM de regulación de usos, establece para el Suelo Rústico Común como un uso autorizable, al no estar previsto en la legislación sectorial, en instrumentos de ordenación del territorio o en el planeamiento urbanístico, los usos excepcionales del GRUPO II, definidos en el apartado 5.2.16, que se corresponden con: “Las obras públicas o infraestructuras en general, así como las construcciones e instalaciones necesarias para su ejecución, conservación o servicio, entre otras: carreteras, ferrocarriles, tendidos eléctricos, canales, acequias, captación y distribución de aguas, saneamiento y depuración, etc.”

SEXTO.- El presente uso se podría autorizar, para las instalaciones ubicadas en SRC según el artículo 59.b) del RUCyL, al no estar previstos en la planificación sectorial o en instrumentos de ordenación del territorio o planeamiento urbanístico y ser un uso recogido en el articulo 57.c) 2º de la misma norma:

c)
Obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones e instalaciones necesarias para su ejecución, conservación y servicio, entendiendo como tales:

2º. La producción, transporte, transformación, distribución y suministro de energía.

SÉPTIMO.- Se regulan en los artículos 5.2.19 y 5.2.20 de las NUM las condiciones de parcela y de la edificación para suelo rústico, que para los usos del Grupo II son:

· Parcela mínima: Conforme a requerimientos funcionales de la infraestructura y legislación sectorial.

· Altura máxima: Conforme a requerimientos funcionales de la infraestructura.

· Retranqueo minimo:
5 m. a linderos laterales y posterior.

7 m. del límite de la parcela o 10 m. del eje del camino.

· Ocupación máxima: No se fija.

· Edificabilidad máxima: No se fija.


OCTAVO.- Mediante la ORDEN FOM/1079/2006, de 9 de junio, de la Consejería de Fomento aprueba la Instrucción técnica urbanística relativa a las condiciones generales de instalación y autorización de las infraestructuras de producción de energía eléctrica de origen fotovoltaico, que establece en el artículo 4:

· Parcela mínima: no se exigirá para la instalación de estas infraestructuras.

· Ocupación máxima: no se exigirá para la instalación de estas infraestructuras.

· Retranqueos minimos:
10 metros a linderos

15 metros a caminos, cauces hidraúlicos u otro elemento de dominio público.

            Si la altura de los paneles con la inclinación más defavorable fuera superior a 10 metros, los retranqueos deberán incrementarse al doble de la medida en que sobrepase dicha altura.


La instalacion solar fotovoltaica proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, habiendo sido informado sin inconveniente urbanístico por el técnico municipal.


NOVENO.- Mediante Resolución de 19 de octubre de 2018, el Servicio Territorial de Economía de Valladolid autoriza y aprueba el proyecto de construcción de las instalaciones de producción de energía eléctrica contectada a la red de distribución en el  término municipal de La Pedraja de Portillo (Valladolid).


DÉCIMO.- Se ha aportado entre la fecha de convocatoria y la fecha de la Comisión el informe de afecciones al medio natural del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 25 de abril de 2019, el cual  comprueba que no presenta coincidencia territorial con ninguna figura de protección declarada y concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural, siempre y cuando se cumplan las condiciones expuestas en el mismo.


UNDÉCIMO.- El interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, queda justificado por la autorización administrativa para el establecimiento de la instalación fotovoltaica de producción de energía, en virtud de la declaración génerica de utilidad pública del artículo 54.1 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.


DUODÉCIMO.- Según el articulo 4.a) de la Instrucción técnica urbanística aprobada mediante la ORDEN FOM/1079/2006, de 9 de junio: “No será necesaria la justificación que se establece en el artículo 25 de la LUCyL y 308 del RUCyL del modo en que se resolverá la dotación de servicios necesarios y las repercusiones que se producirán, en su caso, en la capacidad y funcionalidad de las redes de servicios e infraestructuras.”

DECIMOTERCERO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOCUARTO.- De conformidad con lo previsto en el artículo 307.5 a) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, consta en el expediente informe de la alcaldesa de 10 de abril de 2019, mediante el que propone la autorización del expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico, que nos ocupa.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para Instalación Fotovoltaica en la parcela 8 del polígono 11, en el término municipal de La Pedraja de Portillo, promovida por EXIOM PLANTA IV S.L.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


En relación con la línea eléctrica que cruza la parcela, se debe tener en cuenta que las líneas de distribución o de transporte generan una servidumbre permanente de paso, que es servidumbre legal, y prohíbe en todo caso, la construcción de edificios e instalaciones industriales en la franja definida por la proyección sobre el terreno de los conductores extremos en las condiciones más desfavorables, incrementada con las distancias reglamentarias de seguridad a ambos lados de dicha proyección, y limitar la plantación de árboles. Todo ello por razones de seguridad y en base al Real Decreto 223/2008, de 15 de febrero, que aprueba el Reglamento sobre condiciones técnicas y garantías de seguridad en líneas eléctricas de alta tensión y sus instrucciones técnicas complementarias.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

2.- Informes y Asuntos Varios 

A.2.1.- RECURSO DE ALZADA. CENTRO DE TRANSFERENCIA Y PLANTA VALORIZACIÓN DE RESIDUOS DE CONSTRUCCIÓN Y DEMOLICIÓN.-VALDENEBRO DE LOS VALLES- (EXPTE. CTU 70/17).

INFORME DE LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO AL RECURSO DE ALZADA INTERPUESTO POR D. JOSÉ MARIO GUTIÉRREZ VAQUERO (ALCALDE PRESIDENTE DEL AYUNTAMIENTO DE VALDENEBRO DE LOS VALLES), CONTRA EL ACUERDO DE LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, DE 30 DE ENERO DE 2019, POR EL QUE SE ACUERDA OTORGAR LA AUTORIZACION DE USO EXCEPCIONAL EN SUELO RÚSTICO PARA CENTRO DE TRANSFERENCIA Y PLANTA DE VALORIZACIÓN DE RESIDUOS DE CONSTRUCCIÓN Y DEMOLICIÓN EN LA PARCELA 12, DEL POLÍGONO 10, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE VALDENEBRO DE LOS VALLES, PROMOVIDA POR JUAN CARLOS ARGÜELLO ARGÜELLO.

        Examinado el recurso de alzada contra el acuerdo mencionado y del que son los siguientes sus,

ANTECEDENTES DE HECHO

         PRIMERO.- En sesión celebrada con fecha 30 de enero de 2019, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, a partir de ahora CTMAyU,  adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo: 

         LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para Centro de transferencia y Planta de Valorización de Residuos de Construcción y Demolición, en la parcela 12, del polígono 10, en el término municipal de Valdenebro de los Valles, promovida por JUAN CARLOS ARGÜELLO ARGÜELLO.

         Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 

        Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explotado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos de protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan
        Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos y autorizaciones exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.
         El Acuerdo de la CTMAyU de Valladolid, de 30 de enero de 2019, se notificó al Ayuntamiento de Valdenebro de las Valles el 15 de febrero de 2019 y al promotor interesado el 14 de febrero de 2019.

SEGUNDO.- Contra el Acuerdo mencionado en el apartado anterior D. José Mario Gutiérrez Vaquero (Alcalde Presidente del Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles), en calidad de parte afectada interpone recurso de alzada en el Registro único de las Consejerías de Agricultura y Ganadería y de Fomento y Medio Ambiente con fecha 15 de marzo de 2019. Como líneas generales de su recurso plantea como fundamentos:

· PRIMERA: Que la autorización de uso excepcional en suelo rústico ha sido concedida con oposición de la Administración Municipal.

· SEGUNDA: El acuerdo recurrido no se ajusta a la legalidad puesto que el uso excepcional en suelo rústico autorizado carece totalmente de justificación desde el momento en que no constan las circunstancias de interés público que aconsejan el otorgamiento, en especial, las concretas razones de la ubicación en suelo rústico.

· TERCERA: Se pretende la ubicación de la actividad en una parcela próxima al núcleo del Municipio y que el acceso a la instalación se realizaría  a través de una vía pecuaria.

· CUARTA: La parcela en la que se pretende realizar la ubicación limita con una vía pecuaria que constituye su acceso sin que -al margen de una utilización apartada de su destino natural-se haya procedido al previo deslinde del dominio público, como establece el art. 5.2.4 de las Normas Urbanísticas Municipales.

· QUINTA: La parcela es colindante, además con Zonas de Especial Importancia para las Aves (ZEPA) “La Nava-Campos Sur”.

· SEXTA: Teniendo en cuenta la envergadura de las operaciones a realizar en la instalación no puede decirse que es adecuada la forma en que el promotor resuelve la dotación de servicios urbanísticos de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica.


TERCERO.- Con fecha de Registro de 21 de marzo de 2019, se remite oficio del Jefe del Servicio de Urbanismo de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, sobre petición de informe y expediente sobre el Recurso de Alzada interpuesto por D. José Mario Gutiérrez Vaquero (alcalde-presidente del Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles), contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de fecha 30 de enero de 2019, por el que se acuerda OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para Centro de transferencia y Planta de Valorización de Residuos de Construcción y Demolición, en la parcela 12, del polígono 10, en el término municipal de Valdenebro de los Valles, promovida por Juan Carlos Argüello Argüello.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El Consejero de Fomento y Medio Ambiente, es el órgano competente para dictar la resolución de este recurso de alzada, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 112, 121 y 122 de la Ley 36/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, artículo 60 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en relación con lo dispuesto en el artículo 1 del Decreto 43/2015, de 23 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, así como en el artículo 138.4 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León.

            SEGUNDO.- El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma legal, dentro del plazo establecido en el artículo 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cumpliendo el resto de los requisitos formales exigidos por los artículos 115 y siguientes de la mencionada norma.
TERCERO.- El recurrente ostenta la legitimación de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
CUARTO.- En relación con los motivos aducidos en el recurso en contra de lo dispuesto en el Acuerdo de la CTMAyU, de 30 de enero de 2019, procede indicar que el recurrente  D. José Mario Gutiérrez Vaquero, en primer lugar afirma que: “La autorización de uso excepcional de suelo rústico ha sido concedida con oposición de la Administración Municipal teniendo en cuenta la alarma vecinal ante la instalación pretendida, que supondría graves perjuicios y ningún beneficio.

           Se da la circunstancia de que el promotor de la instalación reside en Medina de Rioseco y en dicha localidad viene desarrollando actividades relacionadas con residuos, por lo que su pretensión se satisfaría plenamente con una ampliación de las mismas o bien con la ubicación precisamente en el suelo industrial existente en vez de en suelo rústico de otro Municipio sin más razón que la propia rentabilidad de su negocio”.

En contra de la aseveración formulada por el recurrente, es preciso señalar que no es más que un parecer subjetivo e infundado, pues no son requisitos preceptivos para el otorgamiento de la autorización de uso excepcional en suelo rústico del Centro de Transferencia y Planta de Valoración de Residuos de Construcción y Demolición, la residencia en el municipio donde se pretende ubicar el Centro de Transferencia de Residuos, así como tampoco la intención por parte del empresario de acrecentar su actividad.

Por otra parte, es digno de mencionar a su vez, que no se tiene constancia en el expediente que nos ocupa de la existencia de “alarma vecinal ante la instalación”, más bien, todo lo contrario y como tal lo certifica la secretaria municipal en su certificado de información pública el cual se transcribe a continuación:

“CERTIFICA: Que consultada documentación obrante en la Secretaría Municipal consistente en expediente incoado a instancia de D. Juan Carlos Argüello Argüello con NIF Nº 12.738.033 N en nombre y representación de Conkar a través del cual solicita la autorización de uso excepcional en suelo rústico para proceder a la instalación de un Centro de transferencia y valorización de residuos de  construcción y demolición-RCDS-para el Medio Rural a ubicar en la parcela 12 del polígono 10 del Catastro de Rústica de este Municipio, ha estado expuesto al público en el BOCYL nº: 139 de fecha 21 de julio de 2017; en el día de Valladolid de fecha 16 de julio de 2017 y en el tablón de anuncios de este Ayuntamiento, el período de tiempo comprendido entre el día 2 al 31 de agosto ambos incluidos, durante los cuales no se presentaron alegaciones al mismo”.

De lo que se concluye, que no se puede admitir la alegación formulada, pues no existe prueba alguna de alarma social en el asunto abordado, pues nadie ha formulado alegación alguna en contra del proyecto de construcción.

En segundo lugar, el alcalde presidente expone que: “El acuerdo recurrido no se ajusta a la legalidad puesto que el uso excepcional en suelo rústico autorizado carece totalmente de justificación desde el momento en que no constan las circunstancias de interés público que aconsejan el otorgamiento de uso excepcional, ni en especial, las concretas razones de la ubicación de la instalación en suelo rústico de este Municipio….”.

Por otra parte reproduce el apartado 1.5 de la Memoria del promotor considerando que: nada tiene que ver con la justificación legalmente requerida.

Para rebatir lo expuesto por el recurrente, se debe acudir a lo establecido en el apartado 1.5 de la Memoria presentada por el solicitante cuyo título es  JUSTIFICACIÓN DE LA NECESIDAD DEL EMPLAZAMIENTO EN SUELO RÚSTICO COMÚN, se debe completar con el apartado 1.6.1 referentes a las CONDICIONES DE USO, en el cual incide a la necesidad de emplazamiento en suelo rústico común por la concurrencia de las circunstancias específicas de interés público, pues se realiza una labor de aprovechamiento y gestión de materiales de desecho y como tal lo permite el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León según lo establecido en el artículo 57 g) 1º y 2º.

Respecto a: 1º. Por estar vinculado a cualquier forma de servicio público, en el artículo 12 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados establece en su punto sexto que: Las administraciones públicas en sus respectivos ámbitos competenciales podrán declarar servicio público todas o algunas de las operaciones de gestión de determinados residuos cuando motivadamente se justifique por razones de adecuada protección de la salud humana y del medio ambiente.

            Se justifica igualmente la necesidad de la ubicación en suelo rústico común por el contenido del punto 1.9 de la Memoria denominado: CONCLUSIÓN.

 Así, en relación con el apartado  2º Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos; viene específicamente recogido en el punto 1.9 de la Memoria, en donde se concreta la justificación de la necesidad del emplazamiento propuesto del proyecto y su conformidad con la naturaleza rústica de los terrenos, “ya que concurren circunstancias específicas de “interés público”, en el uso de gestión de residuos resultando una actividad vinculada a un servicio público que constituye uno de los componentes centrales de toda política ambiental, con implicaciones en estratégicas básicas como la reducción del consumo de recursos y energía, evitar la obsolescencia de las instalaciones existentes, al tiempo que el conjunto de actividades relacionadas con ellos, prevención, preparación para la mejor gestión y explotación de los residuos en Castilla y León”.

Asimismo, dadas las características propias de la actividad es incompatible con el uso urbano del suelo por el gran espacio que se precisa para el acopio, manejo de maquinaria de gran volumen, y el movimiento de vehículos de gran tamaño (camiones), inviable en una parcela urbana, que aconseja alejarla del suelo urbano.

           De igual manera se establece en el apartado 2 del informe técnico de 4 de mayo de 2016, ofrecido por la Diputación Provincial de Valladolid, ratificado por el mismo órgano en un posterior informe de 4 de mayo de 2017. En el informe de 4 de mayo de 2016, el técnico arquitecto competente manifiesta que: se reconoce a la planta de RCDs desde el punto de vista urbanístico, un “uso excepcional” del suelo rústico susceptible de ser considerados de interés público, cuyos requerimientos específicos aconsejarían su ubicación en terrenos de esa naturaleza, es decir rústicos.

             Por tanto, valorando el documento en su conjunto y no a través de una información sesgada, como es, la utilizada por el recurrente, se desestima la segunda de las alegaciones presentadas.

              Para contestar a la tercera y cuarta de las manifestaciones ofrecidas por el alcalde recurrente relativas a la ubicación de la actividad en una parcela próxima al núcleo del Municipio y que el acceso a la instalación se realizaría a través de una vía pecuaria, la “Colada de Valdenebro a Batán”, lo que, además de que se utilizaría una cañada para un uso industrial, conllevaría graves efectos de levantamiento de tierra…La parcela en la que se pretende realizar la ubicación limita con una vía pecuaria que constituye su acceso sin que –al margen de su destino natural se haya procedido al previo deslinde del dominio público, como establece el artículo 5.2.4 de las Normas Urbanísticas Municipales, de igual modo, se debe acudir a lo establecido en el apartado 2 del informe técnico de 4 de mayo de 2016, ofrecido por la Diputación Provincial de Valladolid, ratificado por el mismo órgano en un posterior informe de 4 de mayo de 2017.  Expresamente, en el informe de 4 de mayo de 2016, en el apartado segundo y en el correspondiente a la conclusión, se hace una especial referencia a las Normas Urbanísticas Municipales estableciendo que: “Se encuadra, por lo tanto, entre los usos incluidos en el Grupo VII-B que regula el Artículo 5.2.12 de las Normas Urbanísticas Municipales, así como entre los usos del artículo 57.g.2º del Reglamento de Urbanismo.

               Y tiene rango de “uso autorizable” (autorización de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo previa a la licencia municipal, tramitada según el procedimiento establecido por el artículo 307 del Reglamento de Urbanismo) en el Suelo Rústico Común, según lo dispuesto por el artículo 5.2.14 de las Normas Urbanísticas. 

              A modo de conclusión, el criterio de quien informa, tras el análisis de la documentación recibida y sin menoscabo de su carácter de documentación básica, es que no existirían impedimentos, según las Normas Urbanísticas Municipales y según la legislación urbanística para que se pudieran autorizar en la parcela nº 12 del polígono 10, las instalaciones de la planta de RCDs.

            En relación con la Cañada de Valdenebro a Batán, frente a lo expuesto por el recurrente, en la condición octava del Informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid relativo a las afecciones al Medio Natural del Proyecto “Centro de Transferencia y planta de Valorización de Inertes de RCDs” dentro del Término Municipal de Valdenebro de los Valles (Valladolid), promovido por D. Juan Carlos Argüello Argüello emitido por el técnico del área de gestión forestal el 8 de noviembre de 2018, frente a la consideración ofrecida por el alcalde, se expone claramente que se deberá garantizar la compatibilidad con el tránsito ganadero, sin perjuicio de otros usos compatibles y complementarios, tal y como recoge  la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de vías pecuarias.

             Su utilización quedará supeditada a la restauración del trazado si fuera el caso, junto con que el vallado previsto deberá respetar al menos 3 metros de distancia con la margen de la vía pecuaria colindante a la parcela objeto del proyecto.

             Con lo cual, están perfectamente determinadas las restricciones que pudiesen afectar a la vía pecuaria afectada, desestimándose de nuevo el tercero y cuarto descargo. 

             La quinta de las alegaciones, no puede valorarse de manera positiva, al ser de nuevo, una consideración subjetiva planteada por el alcalde. 

 En el informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid relativo a las afecciones al Medio Natural del Proyecto “Centro de Transferencia y planta de Valorización de Inertes de RCDs” dentro del Término Municipal de Valdenebro de los Valles (Valladolid), promovido por D. Juan Carlos Argüello Argüello emitido por el técnico del área de gestión forestal el 8 de noviembre de 2018, esta vez en el punto tercero que trata concretamente de la valoración y conclusión, se aborda la colindancia del terreno objeto del proyecto con el espacio de la Red Natura 2000, denominado ZEPA “La Nava-Campos Sur”; sin embargo, se comprueba que no existe coincidencia  geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella, siempre y cuando se cumplan las condiciones expuestas en el mismo informe. 

Por otra parte, el promotor de este proyecto, según informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente con fecha 5 de abril de 2018, se recibió en su Servicio documentación referente al Proyecto de centro de transferencia y valorización de RCD, en el término municipal de Valdenebro de los Valles (Valladolid), promovido por D. Juan Carlos Argüello Argüello, prescribiendo que:

“Analizada la documentación aportada, se comprueba que la capacidad de tratamiento estimada de la planta es inferior a las 5.000 toneladas anuales, y la de almacenamiento inferior a 100 toneladas. Es por ese motivo, por el que el proyecto con las características incluidas en la documentación no se encuentra dentro del Anexo II, Grupo 9, apartado e) de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental, por lo que no sería necesaria la tramitación de evaluación de impacto ambiental simplificada del proyecto, debiendo tramitar el resto de autorizaciones o licencias pertinentes, como por ejemplo la autorización de gestor de residuos.”

Siendo el Servicio Territorial de Medio Ambiente, el órgano competente para la determinación de las cuestiones relativas a la prevención ambiental y a la afección de los recursos naturales, la opinión del recurrente, no puede admitirse para la estimación del recurso de alzada.

Por último, la sexta de las alegaciones formuladas, vuelve a consistir en una apreciación personal del recurrente, en ningún caso contrastada, no mereciéndose una apreciación en sentido favorable. En ésta manifiesta que:”….no puede decirse  que es adecuada la forma en que le promotor resuelve la dotación de servicios urbanísticos de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica. La exigencia legal al respecto no se entiende cumplida con la pretendida justificación realizada en la documentación presentada…”

Para rebatir el descargo abordado, todo ello, viene convenientemente determinado en el Fundamento Jurídico Décimo del Acuerdo de autorización de uso excepcional en suelo rústico de centro de transferencia y planta de valorización de residuos de la construcción y demolición en el término municipal de Valdenebro de los Valles, en estos momentos impugnado, en el cual, se señala la resolución por parte del promotor de la dotación de servicios, según lo preceptuado en el artículo 308.1 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

En este fundamento jurídico, se expone esquemáticamente lo relativo al acceso, abastecimiento, saneamiento y suministro; sin perjuicio de quedar todo ello condicionado a la  la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Igualmente deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

Por lo que, a la vista de lo ampliamente argumentado, no se advierten motivos para la estimación del Recurso de Alzada interpuesto.
             Al acabar la exposición el representante de las organizaciones no gubernamentales formuló voto en contra del informe, argumentado lo que se transcribe a continuación:

             “De acuerdo con la argumentación esgrimida por el recurso de alzada formulado por el Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles, la autorización impugnada no justifica el interés público del uso solicitado, conforme a lo requerido por el artículo 57.g) del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, toda vez que no se aprecia la necesidad del emplazamiento de dicho uso industrial en suelo rústico, a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos, teniendo en cuenta la disponibilidad de suelo urbano industrial en el municipio donde el promotor desarrolla su actividad, Medina de Rioseco.

             La actividad solicitada no es una actividad propia del suelo rústico ni cuenta con suficiente justificación de su implantación en el mismo, ni es de interés público (no está vinculada a ningún servicio público, sino a una actividad privada), por lo que debería ser ubicada en suelo urbanizado industrial, teniendo en cuenta además que se proyecta muy próxima al núcleo de población de Valdenebro de los Valles y es colindante a la Zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA) “La Nava-Campos Sur”. La valoración municipal sobre la ausencia de interés público es muy significativa, toda vez que habitualmente éste es el principal elemento considerado por esta Comisión para valorar la concurrencia de dicho interés público.

            Adicionalmente hay que notar que en el municipio de Valdenebro de los Valles no se generan los residuos de construcción y demolición a los que se destina la instalación proyectada. No cabe considerar genéricamente de interés público cualquier actividad de gestión de residuos, como ha puesto de manifiesto la STSJCyL de 5 de diciembre de 2013, anulatoria de la autorización de uso excepcional en suelo rústico otorgada por esta Comisión al Centro de Transferencias de residuos de TRASAN, S.L en el término municipal de Alcazarén, toda vez que “el interés público que puede existir en una planta de transferencia como la proyectada o la incidencia positiva de la misma en la protección de la salud (siguiendo el argumento que emplea la Administración apelante) no justifica que se pueda instalar en cualquier sitio”.

              Añade la sentencia citada que “La instalación debe hacerse en el suelo correspondiente, que, en principio, debería ser suelo de uso industrial; y si se pretende su ubicación en un suelo rústico, donde, como se ha dicho es un uso excepcional, entonces, será necesario cumplir las exigencias legales, tal y como razona la Sentencia recurrida, y que pasan por justificar en concreto el interés público concurrente y la necesidad de su instalación en ese suelo”. En este sentido “las industrias que hay en la zona son fundamentalmente agrícolas y, por lo tanto, los residuos que producen son de esa naturaleza y no industriales; y junto a ello, cabe añadir que la instalación proyectada se encuentra muy próxima al núcleo urbano (menos de un kilómetro) con la peligrosidad que ello comporta atendiendo a la naturaleza de los residuos que allí se almacenarán (peligrosos y no peligrosos)”.

            Finaliza la sentencia declarando que “Tales circunstancias justifican aún más la necesidad de acreditar el interés público de la instalación (frente a otros intereses públicos ya declarados con los que puede entrar en conflicto) así como su ubicación en suelo rústico”. No habiéndose acreditado el interés público del centro de transferencia y planta de valorización de residuos de construcción y demolición en Valdenebro de los Valles, y de acuerdo a la jurisprudencia citada, procede estimar el recurso de alzada interpuesto por su Ayuntamiento.

             VISTOS los artículos citados, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común  de las Administraciones Públicas y demás disposiciones vigentes de general aplicación, esta Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo,

PROPONE


             Desestimar el recurso de alzada interpuesto por D. JOSÉ MARIO GUTIÉRREZ VAQUERO, (alcalde-presidente del Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles), contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 30 de enero de 2019, por el que se otorga la autorización de uso excepcional en suelo rústico para Centro de Transferencia y Planta de Valorización de Residuos de Construcción y Demolición, en la parcela 12, del polígono 10, en el término municipal de Valdenebro de los Valles, promovida por D. JUAN CARLOS ARGÜELLO ARGÜELLO, (EXPTE. CTU 70/17), confirmando el Acuerdo mencionado, por ser ajustado a derecho.

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DE LA LEY21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE,  DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.1.1. EIA-VA-2017-44: PROYECTO DE EXPLOTACIÓN DE RECURSOS DE LA SECCIÓN A) ÁRIDOS “EL PINAR” Nº 498 en BOCOS DE DUERO. Solicitado por EUFEMIO DE SEBASTIÁN E HIJOS, S.A.

La Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

No obstante, la competencia para formular la preceptiva declaración de impacto ambiental, corresponde por delegación al titular de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, y se considerará dictada por el órgano delegante, de acuerdo con lo dispuesto en la Orden FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por la Orden FYM/460/2018, de 20 de abril, por la que se delegan competencias en materia de evaluación de impacto ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, al tratarse de un proyecto comprendido en el punto primero, apartado a) de la mencionada Orden, que no cumple ninguna de las excepciones contempladas en dicho apartado.


El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos incluidos en el Anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 
El proyecto de referencia se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, al estar incluido en el Anexo I, Grupo 2, letra a) apartado 5º “Explotaciones visibles desde autopistas, autovías, carreteras nacionales y comarcales, espacios naturales protegidos, núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o situadas a distancias inferiores a 2 km de tales núcleos”; y en el apartado 7º “Extracciones que, aun no cumpliendo ninguna de las condiciones anteriores, se sitúen a menos de 5 km de los límites del área que se prevea afectar por el laboreo y las instalaciones anexas de cualquier explotación o concesión minera a cielo abierto existente”.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

     
El proyecto evaluado plantea la explotación de áridos para el abastecimiento a la industria, el sector de la obra pública y la construcción. La superficie total afectada es de 2,029 ha., y la superficie útil extraída será de 1,9225 ha. La explotación tendrá lugar en las siguientes parcelas, todas ellas del polígono 3 del término municipal de Bocos de Duero: 5108, 5109 y 5110. Se trata de parcelas que en la actualidad están destinadas al uso agrícola, a excepción de una pequeña superficie de la parcela 5110 que se corresponde con terrenos de monte. La futura explotación se sitúa al sureste del núcleo urbano de Bocos de Duero, a una distancia aproximada de 1,6 km. 

     
El acceso a la zona de explotación se realiza desde la localidad de Bocos de Duero, a través de caminos de concentración parcelaria.

     
Las labores de preparación consisten en el desmonte o descubierta de la capa vegetal superior, de aproximadamente 15 cm. de profundidad, y que será acopiada para su posterior uso en la restauración. La potencia máxima de extracción es de 3 metros, debiéndose realizar siempre un metro por encima del nivel freático. El método de explotación será a cielo abierto, con un único frente de avance, y no serán necesarias nuevas infraestructuras ni instalaciones.

     
La cubicación del material aprovechable es de 37.500 toneladas, estimándose un período de dos a tres años para extraer los áridos.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

    
 El estudio de impacto ambiental, realizado en septiembre de 2016, realiza una caracterización y una valoración de los impactos en relación con las acciones generadoras y los factores del medio afectados. Se estudian alternativas de proyecto, aparte de la alternativa cero o de no realización del proyecto. Con el fin de minimizar los efectos ambientales negativos propone una serie de medidas protectoras y correctoras, tales como retirada selectiva del suelo, riego periódico de la zona y el mantenimiento preventivo de la maquinaria. El estudio incorpora un programa de vigilancia ambiental que contempla la realización de controles periódicos por parte de la dirección facultativa de la explotación que permita conocer la evolución y desarrollo del proyecto. También se incluye un Anexo al estudio de impacto ambiental denominado “Estudio del nivel piezométrico”, realizado en septiembre del año 2018, que complementa el estudio de posibles afecciones a las aguas subterráneas.

PLAN DE RESTAURACIÓN


La explotación se iniciará en la parcela 5108 del polígono 3, en su vértice sur, e irá avanzando según los planos del proyecto en sentido norte. Con los materiales sobrantes extraídos (tierra vegetal y la capa de montera previa a la zona de arenas) que se van depositando en cordones de altura máxima 1.5 metros, se procederá a la restauración gradual de los terrenos. También se realizará el relleno parcial del hueco originado con 18.000 m3 de tierras limpias procedentes de gestor autorizado, con registro de origen y procedente de suelos no contaminados. La actuación de restauración pretendida obtendrá finalmente parcelas para el uso agrícola y con taludes de una relación según proyecto de 1V/6H. 

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 29 de noviembre de 2017, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid, solicitud de informe en el periodo de exposición pública de la tramitación de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. Adjunta el estudio de impacto ambiental, Plan de restauración y Proyecto de explotación.


Información pública. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 36.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el estudio de impacto ambiental fue sometido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, conjuntamente con el proyecto de explotación y plan de restauración, al correspondiente trámite de información pública. El anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León de 14 de diciembre de 2017, nº 238, no habiéndose presentado alegaciones durante dicho periodo.


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Unidad de Ordenación y Mejora y técnico de evaluación de impacto ambiental del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que informa sobre las condiciones que el desarrollo del proyecto deberá cumplir.

· Servicio Territorial de Cultura de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Fomento.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid, que informa que no se encuentra afectado por la realización del proyecto.

· Confederación Hidrográfica del Duero, emite informe dos informes con condiciones.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Bocos de Duero.

· Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes emitidos son favorables con condiciones que sugieren el establecimiento de medidas protectoras que se incorporan al condicionado de esta declaración de impacto ambiental. 

Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), emitido el 10 de octubre de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid en cuanto a las afecciones que puede generar el proyecto sobre el medio natural, comprobándose que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella, siempre y cuando se cumplan las condiciones del informe que forman parte de la presente declaración de impacto ambiental. 


Afecciones a las aguas subterráneas. La Confederación Hidrográfica del Duero, informó sobre la necesidad de contar con un punto de control piezométrico con el que evaluar posibles afecciones a las aguas subterráneas, así como el control periódico de dicha red, cuestión que se ha proyectado con la instalación de un punto de control en una de las parcelas objeto de extracción.


Afecciones al Patrimonio Cultural. Consta informe del Servicio Territorial de Cultura de Valladolid de fecha 27 de diciembre de 2017, que indica que tras el paso del expediente por la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural, el Delegado Territorial informó favorablemente la realización del proyecto. 


Dado que este proyecto se inició con posterioridad al 17 de mayo de 2017 y antes de la entrada en vigor de la Ley 9/2018, de 5 de diciembre, por la que se modifica la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, le es de aplicación la disposición transitoria única por la que debe someterse a una revisión adicional con carácter previo a la emisión de la declaración de impacto ambiental, con el fin de determinar el cumplimiento de las previsiones de la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, por la que se modifica la Directiva 2011/92/UE, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 


Dadas las características del proyecto, no parece previsible que se puedan desencadenar fenómenos explosivos o descontrolados de gran magnitud, ni probable la ocurrencia de accidentes graves o catástrofes que pudieran tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente. Otros preceptos incluidos en la citada Directiva se consideran suficientemente analizados durante el propio procedimiento de evaluación de impacto ambiental, como el análisis de la Red Natura 2000.


Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL 

     

Se determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referido, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración, y sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística vigente u otras normas que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Proyecto evaluado: la presente declaración se refiere al proyecto de aprovechamiento de recursos de la Sección A) áridos, denominado “El Pinar” nº 498, en el término municipal de Bocos de Duero (Valladolid), que incluye su estudio de impacto ambiental y plan de restauración, de septiembre de 2016 y su revisión de febrero de 2018, y demás documentación complementaria presentada, promovido por el promotor, Eufemio de Sebastián e Hijos S.A.

2. Zona afectada. La superficie de afección al proyecto denominado “El Pinar” nº 498, se corresponde con la reflejada en los planos 3, 4, 7, 8 y 9 del estudio de impacto ambiental, cuya superficie útil total es de 19.225 m2.

3. Autorizaciones: la presente declaración de impacto ambiental no exime al promotor de la exigencia de obtención de las autorizaciones que resulten pertinentes, y del cumplimiento de las condiciones establecidas en las mismas por los distintos organismos o entidades competentes, en materia de aguas, carreteras, caminos vecinales, urbanismo, patrimonio arqueológico y etnológico y cualquier otra que resulte procedente por resultar afectada por la ejecución de las obras proyectadas, como por ejemplo la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

4. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. De acuerdo con el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000, emitido en cumplimiento del Decreto 6/2011, de 10 de febrero, por parte del órgano competente, tras estudiar la ubicación de las actuaciones previstas se comprueba que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros proyectos, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas en la presente declaración de impacto ambiental. 

5. Medidas protectoras: las medidas preventivas, correctoras y/o adicionales, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución y posterior fase de funcionamiento, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental, siempre que no contradigan a las que se exponen a continuación:

a) Señalización: como medida de precaución para evitar posibles accidentes a las personas, sus bienes o a la fauna, y para evitar el vertido de escombros y otros residuos por parte de personas ajenas a la explotación, se señalizará el perímetro en explotación de la misma.

b) Franjas de protección: con el fin de garantizar la estabilidad de caminos y parcelas de monte colindantes, se deberá dejar sin explotar una franja de terreno en todos los linderos de al menos 5 metros respecto de dichos elementos. Respecto de parcelas colindantes que en la actualidad son terrenos de cultivo, la franja de protección será de 3 metros.

c) Protección de infraestructuras: el acceso a la explotación se realizará a través de caminos existentes, que deberán mantenerse en perfectas condiciones de uso, evitando su deterioro, así como las ocupaciones que dificulten el tránsito o la funcionalidad de los mismos. Todos los caminos deberán presentar al final de la explotación un estado de conservación no inferior al especificado para la fase previa.


Con el fin de evitar la incorporación de materiales por los vehículos a la carretera, el promotor pondrá en práctica las medidas oportunas para evitar este extremo, tales como plataformas de lavado de ruedas y bajos de vehículos con recogida de aguas y material arrastrado.

d) Protección del suelo: los suelos, conforme vaya avanzando la explotación, deberán retirarse de forma selectiva reservando la capa de tierra vegetal para su acopio y posterior utilización en la restauración. Los acopios de tierra vegetal y material estéril se realizarán en cordones de reducida altura, no superior a 1,5 metros, para evitar la compactación, situándose en zonas llanas de escasa pendiente para impedir el arrastre por escorrentía de los finos y sustancias nutrientes. La tierra vegetal deberá emplearse lo antes posible en las labores de restauración, protegiéndola en cualquier caso de su degradación o pérdida por erosión, mediante siembra y abonado.

e) Maquinaria: la maquinaria presente en la explotación estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la contaminación atmosférica producida por una deficiente combustión en los motores, evitar una excesiva producción de ruidos por mal funcionamiento de los equipos o parte de ellos y evitar vertidos contaminantes producidos por roturas o averías. Deberá cumplirse la normativa en vigor, entre otros, el Real Decreto 212/2002, de 22 de febrero, que regula las emisiones sonoras en el entorno debidas a la utilización de determinadas máquinas al aire libre.

f)  Protección de la atmósfera: para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos tanto en los caminos de acceso como en las pistas utilizadas en la propia explotación, siempre que las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejen, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin. Se limitará la velocidad de circulación de la maquinaria y vehículos dentro de la explotación, a un máximo de 20 km/h.

g) Contaminación acústica: se atenderá a lo dispuesto en la legislación vigente, cumpliéndose lo establecido en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, por causas derivadas del funcionamiento o desmantelamiento de la actividad.

h)
Protección de las aguas: en ningún momento se podrán realizar extracciones que afecten   directamente al nivel freático, tomando como tal el más elevado entre las oscilaciones anuales del acuífero. La cota final de los terrenos deberá situarse al menos 1 m por encima de dicho nivel freático.



Las aguas de escorrentía deberán manejarse mediante zanjas y balsas que eviten el arrastre de partículas sólidas procedentes de la explotación.

Para el control de las aguas subterráneas en la explotación se establecerá como punto de control piezométrico el especificado en el Anexo de septiembre de 2018 de la documentación del proyecto y denominado “Estudio nivel piezométrico”. El punto de control se realizará en la parcela 51 del polígono 3, siendo su profundidad de 6 metros, y el diámetro de 86mm.

Se deberá remitir al Organismo de cuenca informe sobre la periodicidad de los controles a llevar en los mismos, que como mínimo será mensual, y los resultados de los mismos.

i) Gestión de residuos: Se controlará de modo especial la gestión de aceites y residuos de maquinaria, evitando su manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro de la propia explotación o en sus anejos, salvo que se disponga de los medios adecuados o de las instalaciones autorizadas y destinadas a tal fin, que permitan evitar los vertidos y garantizar una adecuada protección de los terrenos y de los recursos hídricos.

Todos los residuos peligrosos se entregarán a gestor autorizado. En caso de vertido   accidental, se deberán realizar operaciones de descontaminación, limpieza y recuperación de los suelos afectados.

j) Remodelación topográfica y restauración vegetal: la remodelación y restauración de los terrenos alterados por la extracción deberá efectuarse de manera gradual, a medida que avance el frente de extracción y lo permitan los trabajos de explotación. En todo caso, no deberán superarse 1 ha. de superficie máxima explotada sin restaurar.

La restauración topográfica del hueco de extracción será total, recuperándose la morfología     llana inicial. De acuerdo con lo que figura al respecto en el plan de restauración, en el relleno de hueco se utilizará material no aprovechable de la explotación, así como tierras limpias procedentes de gestor autorizado, con registro de origen y procedencia de suelos no contaminados, en un volumen estimado de 18.000 m3. Previamente a la extensión de la tierra vegetal por los taludes finales (que deberán tener una proporción 1V:6H) y la plataforma, se procederá a la descompactación del terreno y al perfilado y explanación de las áreas afectadas, de forma que resulte una superficie apta para su acondicionamiento posterior y para la recuperación final de la zona. En la formación de los taludes finales podrán utilizarse los materiales que formasen parte de las franjas de protección.

La parcela, una vez restaurada, deberá quedar debidamente explanada, sin montículos ni   hondonadas que pudieran dar lugar a encharcamientos o a condiciones inadecuadas para el uso agrícola previsto de los terrenos.

k) Finalización: Al término de la explotación deberán desmantelarse por completo las instalaciones que no sean utilizadas, vallas, casetas, etc., y retirarse los materiales sobrantes, garantizándose la integración para el uso previsto. 

l) 
Cese de la actividad: Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o definitiva, el promotor establecerá un plan de actuación que será presentado ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, para su aprobación. 


De acuerdo con lo establecido al respecto en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, en el caso de cese de las labores por parte de la entidad explotadora ya sea por agotamiento del recurso, renuncia del título minero o cualquier otra causa, la autoridad minera competente no aceptará la renuncia ni autorizará la caducidad del título o el cese del laboreo en tanto no se haya procedido a ejecutar el plan de restauración que corresponda.


6.  Modificaciones: Toda modificación significativa sobre las características del proyecto, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta declaración.

Las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental.

7.  Protección del Patrimonio Cultural y Arqueológico: En cumplimiento del artículo 60 de la Ley 12/2002 de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el transcurso de las obras aparecieran en el subsuelo restos históricos, arqueológicos o paleontológicos se paralizarán las obras en la zona afectada procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan.

8.  Programa de Vigilancia Ambiental: Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación. Deberá presentarse anualmente, un informe del desarrollo del programa de vigilancia ambiental acerca del grado de cumplimiento y eficacia de las medidas protectoras incluidas en esta declaración. Este programa se presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

 9.  Fianzas y garantías: con independencia de cualquier otro tipo de fianza o garantía que esté recogida en la legislación vigente, se exigirá garantía suficiente, mediante la constitución de un depósito o aval con carácter solidario e incondicionado, para el cumplimiento de las medidas correctoras y garantizar la restauración final de los terrenos afectados, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, para el cumplimiento de las medidas protectoras y la restauración de los terrenos afectados, y en la Instrucción, de 16 de junio de 2011, de la Dirección General de Energía y Minas, relativa a los avales de restauración de explotaciones mineras.

 10.  Seguimiento y Vigilancia: el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto sin perjuicio de la alta inspección que se atribuye a la Consejería de Fomento y Medio Ambiente como órgano ambiental, quien podrá recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

 11.  Comunicación de inicio de obras: en cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

12.  Vigencia de la declaración de impacto ambiental: conforme se indica en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos si la ejecución del proyecto no comienza en el plazo de cuatro años desde su publicación en el "Boletín Oficial de Castilla y León".

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano ambiental podrá resolver, a solicitud del promotor, que dicha declaración siga vigente por dos años adicionales, si no se hubieran producido cambios sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron de base para realizar la evaluación de impacto ambiental.

 13.  Publicidad del documento autorizado: conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al "Boletín Oficial de Castilla y León", en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del Boletín Oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

2.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO II DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.2.1. EIA-VA-2019-02: PROYECTO DE SONDEO PARA CAPTACIÓN DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en URUEÑA. Solicitado por S.A.T. VIRGEN DE LA ANUNCIADA


La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 1, letra c), apartado 2º “Proyectos de transformación a regadío o de avenamiento de terrenos, cuando afecten a una superficie superior a 10 ha.” y en el Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”.

     

El proyecto tiene por objeto realizar un sondeo para el riego por aspersión de la parcela 8 del polígono 8 del municipio de Urueña. La parcela tiene una superficie de 19,88 ha. que en la actualidad tiene un uso de cultivo de secano. El riego se realizará mediante un pivot y un sistema semifijo por aspersión. El caudal máximo anual necesario será de 108.531,5 m3.



El sondeo se realizará en la misma parcela objeto de riego (parcela 8 del polígono 8). La profundidad proyectada para el sondeo es de 150 metros, con un diámetro de perforación de 500 mm y de entubado de 350 mm. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 22,5 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. Para la elevación del agua, se dispondrá de un grupo motobomba sumergible de 75 CV de potencia, alimentado por un generador eléctrico. 



El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.



De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Urueña, que emite informe favorable.

· Confederación Hidrográfica del Duero.

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, informa el proyecto.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Área de Gestión Forestal del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que emite informes con condiciones.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

El sondeo objeto de informe se realiza para asegurar el abastecimiento de agua para el nuevo riego de una parcela que actualmente tiene asignado un coeficiente de regadío de cero. La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. El incremento de superficie regable se estima de baja entidad. El destino del agua es el suministro a cultivos agrícolas, y la transformación de secano a regadío de las nuevas parcelas, no supondrá, a priori, afecciones negativas en la zona.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Urueña, y en el momento actual, no se tiene conocimiento de otros proyectos que impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos. Se estima que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud con las zonas que ya se riegan en la actualidad, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO. 
La parcela donde se ubica el sondeo tiene carácter agrícola. El núcleo urbano de Urueña se localiza a tres kilómetros de distancia en dirección norte. El proyecto se ubica fuera de terrenos de Red Natura 2000, y según el informe del Área de Gestión Forestal del Servicio Territorial de Medio Ambiente, no se prevé que se causen perjuicios a otras figuras del medio natural, cumpliéndose los condicionados del presente informe. 

Existe colindancia con el trazado de varios ramales del arroyo de La Ermita, por lo que se incluyen medidas a tener en cuenta para no afectar al cauce y su zona de servidumbre. 

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, a priori no son de esperar afecciones negativas.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de noviembre del año 2018, y en lo que no contradigan a las mismas:  


a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: deberá cumplirse lo recogido en la concesión de aguas subterráneas para el uso previsto que conceda la Confederación Hidrográfica del Duero (expediente CP-2448/2017-VA). En particular, sobre las características del entubado a realizar, y la posible afección al cauce del arroyo de La Ermita, que limita al oeste y al sur con la nueva parcela de regadío propuesta.

b) Deberán extremarse las medidas de protección en la cabeza del sondeo para evitar la contaminación de aguas superficiales. Por otra parte, deberá realizarse una total impermeabilización de la balsa temporal de recogida de lodos, evitando de esta forma la contaminación de aguas subterráneas.

c) Deberá justificarse ante el Organismo de cuenca, el origen del agua que se va a utilizar para realizar la perforación.

d) Deberá realizarse una prospección en la parcela donde se realizará el sondeo, para comprobar presencia de avifauna que haya podido nidificar en la misma, y en caso de haber presencia  de avifauna nidificante, no se realizarán trabajos con maquinaria pesada y/o que produzca una elevada cantidad de ruido durante los meses de marzo a junio, ambos incluidos, para no alterar el periodo reproductivo de la avifauna de la zona.

e) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

f) Protección del Patrimonio Cultural: conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

g) Revisión adicional: dado que este proyecto se inició con posterioridad al 17 de mayo de 2017 y antes de la entrada en vigor de la Ley 9/2018 de 5 de diciembre, por la que se modifica la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, le es de aplicación la disposición transitoria única por la que debe someterse a una revisión adicional con carácter previo, con el fin de determinar el cumplimiento de las previsiones de la Directiva 2014/52 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, por la que se modifica la Directiva 2011/92/UE, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 

Dadas las características del proyecto, no parece previsible que se puedan desencadenar fenómenos explosivos o descontrolados de gran magnitud, ni probable la ocurrencia de accidentes graves o catástrofes que pudieran tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente.

h) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

i) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

3.- MODIFICACIÓN DE DECLARACIONES DE IMPACTO.
B.3.1. EIA-VA-2016-70: PROYECTO DE PARQUE EÓLICO en ROBLADILLO, VILLAN DE TORDESILLAS, CIGUÑUELA Y VALLADOLID. Solicitado por RENOVACYL, S.A.

El proyecto de parque eólico “Cantadal”, que se localiza en varios términos municipales de la provincia de Valladolid, cuenta con Declaración de Impacto Ambiental favorable, hecha pública en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 18 de diciembre de 2017, mediante la RESOLUCIÓN de 4 de diciembre de 2017, de la Delegación Territorial de Valladolid, y posterior corrección de errores de dicha Resolución que fue publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 26 de diciembre de 2017.

Con fecha 21 de enero de 2019, se recibe en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, oficio remitido por el Servicio Territorial de Economía, al que se adjunta documentación del promotor del proyecto solicitando la modificación parcial proyecto de referencia, y por lo tanto de la declaración de impacto ambiental en lo referente a ciertas medidas protectoras contenidas en la Resolución de 4 de diciembre de 2017.

La documentación sobre la modificación del proyecto de parque eólico, incluye el cambio pretendido, que básicamente es una variación en la forma de evacuación de la energía eléctrica producida en el parque. El proyecto original proyectaba líneas eléctricas subterráneas que evacuarían la energía producida por los aerogeneradores hasta una nueva subestación intermedia de 20/45 kV ubicada dentro del mismo parque eólico “Cantadal”, en el término municipal de Villán de Tordesillas (SET Cantadal). Desde la subestación transformadora, la energía eléctrica sería evacuada mediante una línea eléctrica aérea de alta tensión de 45 kV, que discurrirá entre la SET Cantadal y el apoyo 102 de la línea eléctrica Medina-SET Zaratán, localizado en el municipio de Geria. La línea eléctrica se proyectaba  con una longitud de 6.671 metros, y un total de 26 apoyos.

Con la modificación, la evacuación de energía se realizará en dirección noreste, mediante una línea eléctrica subterránea de 20 kV y 5.045 metros de longitud, que conectará la futura subestación del parque eólico “La Serna”, que promueve el mismo promotor que el parque eólico Cantadal, y cuenta con declaración de impacto ambiental hecha pública mediante ORDEN FYM/844/2018, de 16 de julio. Los términos municipales por los que discurrirá la nueva línea planteada son Robladillo, Valladolid y Ciguñuela. 
La declaración de impacto ambiental, recoge en sus apartados c) Protección de las aguas; f) Protección de la fauna; g) Protección de terrenos de monte y de la vegetación; j) Terrenos de vías pecuarias; y en el punto 6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico, las medidas concretas que afectaban a la protección del medio ambiente por la instalación de la línea eléctrica aérea. Dichos condicionantes deben ser modificados como consecuencia de la variación del proyecto original de línea eléctrica de evacuación. Así mismo, el punto 11. Modificaciones, recoge que “Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración.”

Dadas las actuales circunstancias, en las que se plantea la mejora técnica de conexión de los parques eólicos “Cantadal” y “La Serna” mediante una línea conjunta de evacuación hasta una única nueva subestación,  concurren las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

Conforme al citado artículo de la Ley 21/2013, sobre la solicitud de modificación de la restauración y de la declaración de impacto ambiental, se solicitó informe a:  

· Ayuntamientos de Villán de Tordesillas, Valladolid, Geria, Ciguñuela y Robladillo.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe favorable.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, informa el proyecto con condiciones.

· Servicio Territorial de Economía.

· Área de Gestión Forestal del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe favorable con condiciones sobre el nuevo trazado de línea subterránea.

· Diputación de Valladolid, que informa sobre la modificación en cuanto a menores afecciones a cauces, montes arbolados y el paisaje.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe sobre la no afección a cauces públicos de la nueva línea eléctrica proyectada.

· Agencia Estatal de Seguridad Aérea.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· Sociedad Española de Ornitología.


Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

MODIFICACIÓN DE LA DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE PARQUE EÓLICO “CANTADAL”, EN LOS TÉRMINOS MUNICIPALES DE ROBLADILLO, VILLÁN DE TORDESILLAS Y GERIA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR RENOVACYL S.A.

Se modifican los apartados c) “Protección de las aguas”, f) “Protección de la fauna”, g) “Protección de terrenos de monte y de la vegetación”, i) “Terrenos de vías pecuarias”, y el punto 6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico,  que pasan a tener la siguiente redacción:

c) Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

Se establecerán medidas de protección contra la erosión y para evitar posibles afecciones por escorrentía. En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

Si fuera necesaria la captación de aguas superficiales y/o subterráneas o la realización de un vertido al dominio público hidráulico, será preciso obtener del organismo de cuenca la correspondiente autorización o concesión administrativa, según proceda, teniendo en cuenta la normativa en vigor.

f) Protección de la fauna.- Se elaborará un plan de seguimiento de aves, con el objeto de evaluar posibles repercusiones reales que pueda presentar el proyecto sobre la avifauna de la zona y el impacto en sus poblaciones. Este plan se hará extensivo al grupo de los quirópteros. 

Se realizará un seguimiento mensual sobre un radio de actuación de 100 metros del aerogenerador, de forma que se pueda tener un conocimiento mucho más certero de la afección a las aves a causa del funcionamiento del parque eólico. En época migratoria y de cría, el seguimiento se realizará por períodos no superiores a 15 días. Esta periodicidad deberá ser consensuada con el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

El periodo de vigencia comprenderá toda la vida útil del proyecto, presentándose un informe semestral. En caso de detectarse mortandad de aves o quirópteros, se pondrá el hecho inmediatamente en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, a la espera de la presentación semestral del informe.

Si durante la fase de funcionamiento del parque eólico y como consecuencia de los seguimientos periódicos y estudios, y/o de los datos de los que pudiera disponer el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, se detectase una afección significativa de algún aerogenerador sobre la fauna, a juicio del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid podrán establecerse medidas adicionales, como paradas sobre alguno o todos los aerogeneradores del parque o la obligación de implantar sistemas de detección, disuasión o parada automática.

g) Protección de terrenos de monte y de la vegetación.- Deberá minimizarse la afección a vegetación arbórea y arbustiva, así como a taxones incluidos en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León. Si fuese necesaria la corta de arbolado, deberá justificarse técnicamente dicha circunstancia, y obtenerse previamente la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y tratamiento de los restos generados, conforme lo recogido en la Ley 3/2009, de Montes de Castilla y León.

Con el objeto de minimizar las afecciones sobre los terrenos del monte en el paraje de “El Rebollar”, en el municipio de Valladolid, y debido a la posibilidad de que este monte se incluya próximamente dentro del Catálogo de Montes de Utilidad Pública de la provincia de Valladolid, se deberá modificar parcialmente el trazado subterráneo de la línea eléctrica de evacuación, de manera que la misma discurra sobre los caminos existentes. 

Los trabajos se ajustarán a la normativa sectorial en materia de incendios forestales, acorde a la Orden de la Consejería con competencias en materia de medio ambiente que se encuentre en vigor y por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad de Castilla y León, en la que se establecen normas sobre uso del fuego y se fijan las medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.
j) Terrenos de vías pecuarias.- Deberá solicitarse previamente al inicio de las obras, las correspondientes autorizaciones para el desarrollo de actuaciones en terrenos de vías pecuarias y parcelas de reemplazo, conforme a la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias. La vía pecuaria afectada es el Cordel de Merinas, en el municipio de Ciguñuela. Estos terrenos de vía pecuaria no podrán ser utilizados como zonas de depósitos de residuos o para la utilización de la instalación de contenedores de recogida de residuos, debiéndose respetar su trazado y el posible tránsito ganadero.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se estima necesario el control arqueológico durante el desarrollo de las obras. Este control se debe realizar de forma intensiva en el entorno de la vía pecuaria Cordel de Merinas, para evitar la afección de la obra sobre el trazado de un posible camino histórico. También se propone el balizamiento de la vía pecuaria durante la fase de obra y evitar el paso de maquinaria pesada por las mismas.

Se hace constar en acta la despedida de D. Pablo Trillo-Figueroa y Martínez-Conde, agradeciéndole por todos los presentes el trabajo prestado a lo largo de estos años de servicios, y deseándole mucha suerte en su nueva etapa.


Siendo las diez y diez del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

EL PRESIDENTE

(P.S. art. 8.3  del Decreto 25/2017)

                                                                                     Fdo.: Isabel Fernández Contero.

Fdo.: Luis Ángel González Agüero.
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